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Poder Judicial de la Nación

JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
FEDERAL 5

39/2025

CAYATA, CLAUDIA DANIELA c/ MINISTERIO DE DEFENSA
DE LA NACION s/MEDIDA CAUTELAR (AUTONOMA)

 

Buenos Aires, fecha de firma electrónica.- MNS

Por presentada, por parte y por constituidos los
domicilios legal y electrónico indicados.

Agréguese el poder acompañado.

Del informe evacuado y la documental acompañada,
confiérase traslado a la parte actora por el término de cinco (5) días.
Notifíquese.



 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA RECONSTRUCCIÓN DE LA NACIÓN ARGENTINA

 
Nota

 
 

 
Número: 
 

 
Referencia: Elevar Actuaciones Administrativas pertenecientes a la Ex ST A Claudia Daniela CAYATA (DNI: 
34.062.952).
 
 
A: Jorge Alberto Huarte (DGAJ#EA),
 
Con Copia A:
 

 
De mi mayor consideración:
 
 

Relacionado a la solicitud efectuada mediante CO NO-2025-76952210-APN-DGAJ#EA, adjunto elevo a usted 
mediante archivo embebido las Actuaciones Administrativas  correspondiente a la Ex Subteniente de Artilleria 
Claudia Daniela CAYATA (DNI: 34.062.952), a sus efectos.

 

Sin otro particular saluda atte.
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República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA DEFENSA DE LA VIDA, LA LIBERTAD Y LA PROPIEDAD

 
Nota

 
 

 
Número: 
 

 
Referencia: Baja Obligatoria - Subteniente de Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI: 34.062.952).
 
En respuesta a: NO-2024-26571557-APN-DPM#EA
 
A: Valeria de los Angeles CISNERO (DPM#EA),
 
Con Copia A:
 

 
De mi mayor consideración:
 
 

AL DIRECTOR GENERAL DE PERSONAL Y BIENESTAR (DIRECCIÓN DE PERSONAL MILITAR – 
DEPARTAMENTO REGISTROS E INFORMES). 

 

Relacionado con la Baja Obligatoria de la ST A Claudia Daniela CATAYA (DNI 34.062.952), elevo a Ud, la 
presente CO con dictamen jurídico efectuado, el mismo incorporado en "Archivos Embebidos", para la prosecución 
de su trámite.

 

Sin otro particular saluda atte.
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República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA DEFENSA DE LA VIDA, LA LIBERTAD Y LA PROPIEDAD

 
Dictamen Jurídico

 
Número: 
 

 
Referencia: Dictamen Nro: 219/24 - Baja Obligatoria - Subteniente de Artillería Claudia Daniela CAYATA 
(DNI: 34.062.952).

 

AL DIRECTOR GENERAL DE PERSONAL Y BIENESTAR (DIRECCIÓN DE PERSONAL MILITAR – 
DEPARTAMENTO REGISTROS E INFORMES).

 

I. ASUNTO:

Viene a mi consideración, el presente expediente relacionado con el proyecto de resolución por medio del cual se 
otorga la Baja Obligatoria, de las filas de la Fuerza,  a la Subteniente de Artillería Claudia Daniela CAYATA 
(DNI: 34.062.952), perteneciente al GRUPO DE ARTILLERÍA BLINDADO 2 “MARISCAL FRANCISCO 
SOLANO LÓPEZ”.

 

II. ANTECEDENTES:

De los antecedentes del proyecto de resolución en análisis, surge que la JUNTA  CALIFICACIÓN DE 
OFICIALES – AÑO 2023, después de considerar a la causante la clasificó como “INEPTA PARA LAS 
FUNCIONES DE SU GRADO”, conforme lo determinado en el Artículo 20, Inciso 3º de la Ley 19.101 – Ley 
para el Personal Militar y el Artículo 230, Inciso 7) de la Reglamentación para el Ejército de la citada ley, Tomo 
II “Reclutamiento y Ascensos”, debiendo pasar a situación de baja obligatorio.

De conformidad con ello, se desprende que dicha propuesta fue aprobada por el JEFE DEL ESTADO MAYOR 
GENERAL DEL EJÉRCITO en fecha 10 de octubre de 2023; siendo notificada la causante en fecha 14 Dic 23, 
mediante expediente Letra DN 23 Nro 2607/3, firmando en disconformidad.

Acerca de la medida a tomar dentro del área de personal de la Fuerza, se menciona en la parte dispositiva -
artículo 1°-, el encuadramiento legal de su situación, y fecha de la baja obligatoria.



Por último, se indica que el señor Jefe del Estado Mayor General del Ejército es la instancia facultada para el 
dictado de la medida que se propicia, conforme a lo dispuesto en el artículo 4º, inciso 6) del Decreto Nro 
721/2016.

 

III. CONSIDERACIONES:

Al respecto, corresponde formular las siguientes consideraciones:

Tal como se señalara, el proyecto de resolución en análisis se redactó a partir de lo actuado por la JUNTA DE 
CALIFICACIÓN DE OFICIALES – AÑO 2023, en su sesión de fecha  01 Jun 23 al 08 Jul 23, propuesta 
aprobada por el JEFE DEL ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO en fecha 10 Oct 23.

Por su parte, se observa que la causante tomo conocimiento de la clasificación discernida  en fecha 14 Dic 23, 
firmando en disconformidad, no obstante a ello, de los antecedentes obrantes no se desprende la presentación de 
reclamo alguno, ni de sus fundamentos.

En este punto, debe tenerse presente que la simple mención “En disconformidad”, no puede ser considerado un 
reclamo, ya que el artículo 295 de la Reglamentación para el Ejército de la Ley para el Personal Militar – Ley Nro 
19.101, Tomo II, “Reclutamiento y Ascensos”, establece el requisito que los reclamos deben ser “fundados”.

En otro orden, no obra acompañado el Certificado de Cómputo de Servicio, el cual deberá agregarse previo a la 
suscripción del presente acto administrativo, a los fines de acreditar que la Oficial Subalterna, al día de 
efectivización de la medida impuesta no alcanzó a cumplir QUINCE (15) AÑOS DE Servicios Militares Simples, 
conforme lo establece el artículo 20, inciso 3º de la Ley 19.101  “Ley para el Personal Militar”.

Efectuadas las observaciones expresadas precedentemente, y siendo que el señor Jefe del Estado Mayor General 
del Ejército se encuentra facultado para el dictado de la medida que se propicia, esta instancia asesora no tiene 
objeciones que formular, desde el punto de vista de su área de conocimiento, en relación con el proyecto de 
resolución que se acompaña.

 

IV. CONCLUSIÓN:

De conformidad con lo expresado en el Punto III. CONSIDERACIONES, efectuadas las observaciones señaladas, 
esta División Jurídica es de opinión que corresponde continuar con el trámite pertinente, debiendo a tal efecto 
dictarse el acto administrativo que se propicia relacionado con la baja obligatoria respecto a la Subteniente de 
Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI: 34.062.952).

 

DICTAMEN Nro: 219/24.
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República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA DEFENSA DE LA VIDA, LA LIBERTAD Y LA PROPIEDAD

 
Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: Baja Obligatoria - ST A CAYATA (DNI 34.062.952).

 
VISTO el Expediente Letra DN23 Nro 2607/3, lo propuesto por la DIRECCIÓN GENERAL DE PERSONAL Y  
BIENESTAR (DIRECCIÓN DE PERSONAL MILITAR), y
 
 
CONSIDERANDO:
 
 
Que la Junta de Calificación de Oficiales – Año 2023, en su sesión del 01 de junio al 08 de julio de 2023, propuso 
clasificarla “INEPTA PARA LAS FUNCIONES DE SU GRADO”, según lo determinado en el Artículo 20, 
Inciso 3º de la Ley 19.101 – Ley para el Personal Militar y el Artículo 230, Inciso 7) de la Reglamentación para el 
Ejército de la citada ley, Tomo II “Reclutamiento y Ascensos” debiendo pasar a situación de baja obligatoria.
 
Que la clasificación propuesta por la Junta de Calificación de Oficiales – Año 2023, fue aprobada por el Jefe del 
Estado Mayor General del Ejército con fecha 10 de octubre de 2023.
 
Que mediante expediente Letra DN23 Nro 2607/3, el Director de Personal Militar, comunicó a la Subteniente de 
Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI 34.062.952) lo propuesto por la Junta de Calificación de Oficiales.
 
Que la División Jurídica de la DIRECCIÓN GENERAL DE PERSONAL Y BIENESTAR ha tomado 
intervención propia de su competencia, emitiendo el Dictamen Jurídico Nro 219/24 (IF-2024-27600660-APN-
DGPYB#EA).
 
Que ésta instancia se encuentra facultada para dictar la medida, en virtud de la delegación de facultades 
establecidas en el artículo 4°, inciso 6) del Decreto Nro 721 del 30 de mayo de 2016.
 
 
Por ello,
 
 

EL JEFE DEL ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO



 
RESUELVE:

 
ARTÍCULO 1º.- Dése de baja obligatoria a partir del 10 de octubre del 2023, a la Subteniente de Artillería 
Claudia Daniela CAYATA (DNI 34.062.952), perteneciente al GRUPO DE ARTILLERÍA BLINDADO 2 
“MARISCAL FRANCISCO SOLANO LÓPEZ”, por estar encuadrada en el artículo 20, inciso 3°, de la Ley 
19.101 – Ley para el Personal Militar, y el Artículo 230, Inciso 7) de la Reglamentación para el Ejército de la 
citada ley, Tomo II “Reclutamiento y Ascensos”.
 
ARTÍCULO 2º.- Publíquese síntesis en Boletín Reservado del Ejército y archívese.
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SE PRESENTA - CONSTITUYE DOMICILIO - PRODUCE INFORME PREVISTO 

EN EL ART. 4 DE LA LEY 26.854- OFRECE PRUEBA – HACE RESERVA 

DEL CASO FEDERAL 

 

SEÑOR JUEZ: 

 ANABELLA CECILIA VINCI, abogada, inscripta en el 

C.P.A.C.F, Tomo 69, Folio 389, CUIT Nro. 27-23477182-0, en 

representación del Estado Nacional-Ejército Argentino, con 

domicilio constituido en la calle Azopardo 250, piso 6º de 

esta Ciudad (Zona de notificación 46), constituyendo domicilio 

electrónico bajo CUIT Nro. 27-23477182-0 (acordada 38/13), en 

los autos caratulados: “CAYATA CLAUDIA DANIELA C/ MINISTERIO 

DE DEFENSA DE LA NACIÓN S/MEDIDA CAUTELAR (AUTÓNOMA)” (Expte. 

Nro. 39/2025) a V.S digo: 

 

 I 

PERSONERÍA 

Que tal como lo acredito con la copia de la Resolución 

Nro.RESOL–2025-1401-APN-JEMGE#EA, el Estado Nacional – 

Ejército Argentino, con domicilio en Azopardo 250 de la CIUDAD 

AUTONOMA DE BUENOS AIRES, me ha instituido como representante 

judicial, por lo cual me encuentro investido de facultades 

suficientes para comparecer en autos con el carácter invocado, 

designación que bajo juramento declaro se haya vigente. 

 

II 

    OBJETO 

Que en el carácter invocado y siguiendo expresas 

instrucciones de mi poderdante vengo a contestar en legal 



tiempo y forma el traslado conferido respecto del informe en 

el art. 4 de la Ley 26.854 que fuera notificado el 14 de julio 

de 2025, solicitando desde ya que, por las consideraciones 

fácticas y jurídicas que a continuación se expondrán, se 

desestime la medida cautelar solicitada en autos, con expresa 

imposición de costas a la actora. 

 

III 

PRETENSIÓN DE LA PARTE ACTORA 

La parte actora, solicita el dictado de una medida 

cautelar innovativa, en los términos del artículo 230 y 

concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación, a los efectos de que se disponga su reincorporación al 

cargo que desempeñaba en el Ejército Argentino previo a su 

baja de la Institución, hasta tanto se resuelva la cuestión de 

fondo planteada en el proceso que pudiere corresponder (no 

indica a que proceso se refiere). 

 

IV 

ANTECEDENTES DEL CASO 

Previo a referirme al fondo de la cuestión, entiendo 

conducente hacer un breve resumen de los antecedentes del caso 

en examen obrantes en la Institución que represento, los 

cuales ofrezco como prueba, de donde surgen aspectos 

relevantes a tener en cuenta en estos actuados. 

 

ANTECEDENTES VINCULADOS CON EL CONSEJO DE DISCIPLINA DE LA 

XIIda BRIGADA DE MONTE 

 

El 19 de agosto de 2022 en el marco las Actuaciones 

Disciplinarias que tramitaron bajo el expediente Letra H7 22 

NRO 0270/3, instruidas con motivo de la presunta comisión de 

faltas gravísimas establecidas en el art. 13 incisos 5, 9 y 23 

dentro de las instalaciones militares del Grupo de Artillería 



de Monte 3, el Consejo de Disciplina de la XIIda Brigada de 

Monte, dispuso lo siguiente:  “...ARTÍCULO 9: Sancionar con 

VEINTICINCO (25) DIAS DE ARRESTO SIMPLE a la ST Claudia 

Daniela CAYATA (DNI: 34.062.952), por encontrarla responsable 

de cometer la falta grave prevista en el artículo 10, inciso 

15, del Código de Disciplina de las FFAA, al participar en 

alteraciones del orden en dependencias militares, quincho del 

Casino del GA Mte 3 causando un daño y perjuicio en el 

servicio en la noche del 18 de junio de! corriente año y en la 

misma ocasión encubrir a los autores sancionados por las 

faltas gravísimas en los artículos de 1º, 2° 3°,4°, 5°, 6°, 7° 

y 8°, conforme lo establecido en el inciso 21 de la norma 

mencionada, vulnerando los deberes militares y causando un 

grave menoscabo a la disciplina militar...”. 

ANTECEDENTES VINCULADOS CON LA SENTENCIA DICTADA POR EL 

JUZGADO FEDERAL DE PASO DE LOS LIBRES 

 

El 13 de marzo de 2023, mediante el expediente Letra AJ 

23 Nro. 0203/3, se puso en conocimiento de la Dirección 

General de Personal y Bienestar la sentencia dictada por el 

Juzgado Federal de Paso de los Libres el 10 de marzo de 2023, 

en el marco de la causa caratulada: “ACOSTA FACUNDO LUIS Y 

OTROS S AVERIGUACIÓN DE DELITO- QUERELLANTE CHIRINO ERNESTO 

EZEQUIEL” (2151/2022), en virtud de la cual, se decretó el 

auto de procesamiento de la Ex Subteniente de Artillería 

Claudia Daniela CAYATA (DNI 34.062.952).  

 

ANTECEDENTES VINCULADOS CON LA JUNTA DE CALIFICACIÓN DE 

OFICIALES - AÑO 2023 

 

La JUNTA DE CALIFICACIONES DE OFICIALES- AÑO 2023, en su 

sesión de 01 al 08 de julio de 2023 propuso clasificar a la 

Subteniente de Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI 



34.062.952), como “INEPTA PARA LAS FUNCIONES DE SU GRADO”, 

conforme lo determinado en el Artículo 20, Inciso 3º de la 

Ley 19.101 – Ley para el Personal Militar y el Artículo 230, 

Inciso 7) de la Reglamentación para el Ejército de la citada 

ley, Tomo II “Reclutamiento y Ascensos”, debiendo pasar a 

situación de Baja obligatoria. 

El 10 de octubre de 2023 dicha propuesta fue aprobada por 

el JEFE DEL ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO, siendo 

notificada la actora el 14 de diciembre de 2023 a través del 

expediente Letra DN 23 Nro.2607/3. La causante firmó en 

disconformidad. 

El 15 de marzo de 2024, la División Jurídica de la 

Dirección General de Personal y Bienestar del Ejército 

Argentino, mediante el IF-2024-27600660-APN-DGPYB#EA emitió el 

Dictamen Nro. 219/24- Baja Obligatoria - Subteniente de 

Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI: 34.062.952) el cual, 

en su parte pertinente dice: “…Tal como se señalara, el 

proyecto de Resolución en análisis se redactó a partir de lo 

actuado por la JUNTA DE CALIFICACIÓN DE OFICIALES – AÑO 2023, 

en su sesión de fecha 01 Jun 23 al 08 Jul 23, propuesta 

aprobada por el JEFE DEL ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO en 

fecha 10 Oct 23. Por su parte, se observa que la causante tomo 

conocimiento de la clasificación discernida en fecha 14 Dic 

23, firmando en disconformidad, no obstante, a ello, de los 

antecedentes obrantes no se desprende la presentación de 

reclamo alguno, ni de sus fundamentos. En este punto, debe 

tenerse presente que la simple mención “En disconformidad”, no 

puede ser considerado un reclamo, ya que el artículo 295 de la 

Reglamentación para el Ejército de la Ley para el Personal 

Militar – Ley Nro. 19.101, Tomo II, “Reclutamiento y 

Ascensos”, establece el requisito que los reclamos deben ser 

“fundados”. En otro orden, no obra acompañado el Certificado 

de Cómputo de Servicio, el cual deberá agregarse previo a la 

suscripción del presente acto administrativo, a los fines de 



acreditar que la Oficial Subalterna, al día de efectivización 

de la medida impuesta no alcanzó a cumplir QUINCE (15) AÑOS DE 

Servicios Militares Simples, conforme lo establece el artículo 

20, inciso 3º de la Ley 19.101 “Ley para el Personal Militar. 

Efectuadas las observaciones expresadas precedentemente, y 

siendo que el señor Jefe del Estado Mayor General del Ejército 

se encuentra facultado para el dictado de la medida que se 

propicia, conforme a lo dispuesto en el artículo 4º, inciso 6) 

del Decreto Nro. 721/2016 esta instancia asesora no tiene 

objeciones que formular, desde el punto de vista de su área de 

conocimiento, en relación con el proyecto de resolución que se 

acompaña… IV CONCLUSIÓN: De conformidad con lo expresado en el 

Punto III. CONSIDERACIONES, efectuadas las observaciones 

señaladas, esta División Jurídica es de opinión que 

corresponde continuar con el trámite pertinente, debiendo a 

tal efecto dictarse el acto administrativo que se propicia 

relacionado con la baja obligatoria respecto a la Subteniente 

de Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI: 34.062.952) …”. 

El 21 de marzo de 2024 Dirección de Personal Militar 

emitió la certificación del cómputo de servicios de la 

Subteniente de Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI: 

34.062.952), que arroja un total de 9 AÑOS 1 MES Y 27 DÍAS DE 

SERVICIOS MILITARES SIMPLES.  

El 08 de abril de 2024, mediante la Resolución RESOL-

2024-835-APN-JEMGE#EA, el Jefe del Estado Mayor General del 

Ejército RESUELVE: “… ARTÍCULO 1º.- Dése de baja obligatoria a 

partir del 10 de octubre del 2023, a la Subteniente de 

Artillería Claudia Daniela CAYATA (DNI 34.062.952), 

perteneciente al GRUPO DE ARTILLERÍA BLINDADO 2 “MARISCAL 

FRANCISCO SOLANO LÓPEZ”, por estar encuadrada en el artículo 

20, inciso 3°, de la Ley 19.101 – Ley para el Personal 

Militar, y el Artículo 230, Inciso 7) de la Reglamentación 

para el Ejército de la citada ley, Tomo II “Reclutamiento y 



Ascensos”. ARTÍCULO 2º.- Publíquese síntesis en Boletín 

Reservado del Ejército y archívese…”. 

La mencionada Resolución fue notificada a la actora, 

mediante la nota NO-2024-36220920-APN-DPM#EA del 10 de abril 

de 2024, la cual fue firmada por la Ex Subteniente de 

Artillería Claudia Daniela CAYATA, con aclaración de firma y 

Nro. de documento de identidad al pie de la mencionada nota. 

 

V 

ACLARACIÓN PREVIA 

Expuesta brevemente la plataforma fáctica descripta por el 

actor y los antecedentes del caso, sin perjuicio de que 

volveré puntualmente a cada hecho relevante puesto de 

manifiesto, corresponde advertir que la verdad de los hechos 

difiere sustancialmente de lo narrado por el reclamante, tan 

es así que se puede afirmar sin hesitación que nos encontramos 

frente a un reclamo, huérfano de todo sustento fáctico y 

jurídico. 

No obstante, para un adecuado tratamiento metodológico de 

la pretensión deducida, previo a referirme a los requisitos de 

admisibilidad de la medida cautelar de que se trata, 

corresponde examinar el particular vínculo laboral que unía a 

la Señora CAYATA con el Ejército Argentino. 

En tal sentido, debe tenerse presente que la relación de 

la Ex Subteniente CAYATA con el Estado Nacional - Ejército 

Argentino era de derecho público, ya que, al ingresar a la 

Fuerza por su voluntad y consentimiento, quedó sometida a la 

Ley 19.101, su reglamentación y, además a la Ley 23.694. 

La relación de función o empleo público constituye 

entonces un contrato de derecho público, un contrato de 

derecho administrativo propiamente dicho (v. Marienhoff, 

Miguel S, Tratado de Derecho Administrativo, t, III-B, cap, V, 

p 185; Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, t 

I Parte General, cap XIII-29). 



Al respecto, cabe destacar que el artículo 5 de la 

aludida Ley 19.101, define el estado militar como: (“…) la 

situación jurídica que resulta del conjunto de deberes y 

derechos establecidos por las leyes y reglamentos para el 

personal que ocupa un lugar en la jerarquía de las fuerzas 

armadas. (…). Actividad es la situación en la cual el personal 

militar tiene la obligación de desempeñar funciones dentro de 

las instituciones militares o cubrir los destinos que prevean 

las disposiciones legales y reglamentarias. Retiro es la 

situación en la cual el personal militar, sin perder su grado 

ni estado militar, cesa en las obligaciones propias de la 

situación de actividad, salvo los casos previstos en esta ley 

y su reglamentación”. 

Asimismo, el art. 7 de dicha ley establece en su parte 

pertinente “...Son deberes esenciales impuestos por el estado 

militar para el personal en situación de actividad: 1º. La 

sujeción a la jurisdicción militar y disciplinaria...”  

De lo expuesto surge que la Ex Subteniente CAYATA tenía 

estado militar, y como consecuencia de ello, se encontraba 

sometida a la ley 19.101, disciplina militar y a los 

reglamentos militares. 

La Ex Subteniente CAYATA, ingresó al Ejército Argentino 

en forma voluntaria, sometiéndose -también voluntariamente - a 

su normativa y reglamentaciones, incluyendo el régimen 

disciplinario, los deberes impuestos por la ley militar, y sus 

reglamentos; sin formular reserva alguna y en pleno 

conocimiento del mismo y de las obligaciones que le deparaba. 

En este sentido nuestro Máximo Tribunal ha dicho que: 

―…quien se incorpora a las Fuerzas Armadas –en el caso 

voluntariamente-, (…) queda sometido específicamente a las 

reglamentaciones y ordenanzas que rigen la actividad militar, 

las cuales desenvuelven sus principios propios en la órbita 

del derecho público, constitucional y administrativo… (Fallo 

CSJN 315:1731). 



Asimismo, la CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL 

Y COMERCIAL FEDERAL, CAPITAL FEDERAL, Sala 1 indicó: “...El 

estado militar es el conjunto de obligaciones y derechos que 

las leyes establecen para cada militar de su grado, situación 

y destino. Y entre sus prerrogativas están - aparte del goce 

de los emolumentos que las leyes, reglamentos y decretos en 

vigor determinen para cada grado, situación y destino-, el 

haber de retiro y la pensión para los deudos. En virtud de ese 

―estado militar‖ la relación entre la Nación y el militar está 

gobernada por el derecho público (mismo fallo) o sea por las 

leyes y reglamentos militares dictados al efecto por el 

Congreso de la Nación. Y según el Art. 5 de la ley 19.101 ―El 

estado militar es la situación jurídica que resulta del 

conjunto de deberes y derechos establecidos por las leyes y 

reglamentos para el personal que ocupa un lugar en la 

jerarquía de las Fuerzas Armadas‖. Por ser ello así, los 

Suboficiales y Oficiales una vez incorporados por su voluntad 

a las FFAA ―quedan sometidos a severos reglamentos ahí 

vigentes, pero estos resultan aplicables como consecuencia 

virtual del acuerdo de voluntad originaria, no por imposición 

unilateral del Estado. (“Valenzuela, Rubén c/ La Nación Estado 

Mayor General del Ejercito s/ Accidente de Trabajo Art. 1113 

CC” (Sentencia 6802 del 30 de diciembre de 1992) 

Cabe reiterar, que la actora ostentaba el carácter de 

Personal Militar, profesión que eligió libremente con sujeción 

a las leyes y reglamentos militares, y con pleno conocimiento 

de las actividades que desarrollan las Fuerza Armadas. 

Siguiendo con el análisis de la normativa a la cual 

adhirió voluntariamente la Ex Subteniente CAYATA, entiendo 

adecuado hacer alusión a la autonomía de la acción 

disciplinaria, el principio “non bis in idem” y la Sentencia 

penal absolutoria, toda vez que la parte actora intenta fundar 

su pretensión en tales principios.   

 



1) La autonomía de la acción disciplinaria 

El art. 2°, inc. 4 del Código de Disciplina de las Fuerzas 

Armadas, declama como principio que: “La acción disciplinaria 

y sus efectos son independientes de cualquier otra 

responsabilidad militar, civil, penal o administrativa que 

corresponda por los mismos hechos”. 

El art. 8° del mismo Código no solo reafirma la autonomía 

de la acción disciplinaria, sino que además aclara las 

consecuencias de la absolución en sede penal respecto de las 

sanciones disciplinarias impuestas por el mismo hecho. 

Como se puede apreciar de ello, el régimen disciplinario 

militar, en cuanto a la independencia de la acción 

disciplinaria, siguió los lineamientos de la doctrina y 

jurisprudencia nacional, que también fueron plasmados en el 

régimen disciplinario de la administración pública nacional 

(v. art. 34 de la LMREPN).1  

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 

Administrativo Federal ha dicho que “…es principio consagrado 

legal y doctrinariamente la independencia existente en el 

régimen disciplinario administrativo y los procesos legales 

tramitados en la instancia judicial, de manera tal que las 

conclusiones alcanzadas en una y otra sede pueden resultar 

divergentes, toda vez que se trata de juzgar hechos y 

conductas mediante la aplicación de regímenes jurídicos 

distintos (ver sentencias de esta sala ‘in re’: ‘Bomparola, 

Miguel’ del 4/7/85; y ‘Laguzzi, Eduardo’, del 7/11/85)”. 2 

                                                
1 El 1º párrafo del art. 131 del Reglamento de Investigaciones 

Administrativas - Decreto 467/99 establecía que: “La 

sustanciación de los sumarios administrativos y la aplicación 

de las sanciones pertinentes tendrán lugar con prescindencia 

de que los hechos que las originen constituyan delito” (norma 

reproducida en el art. 129 del nuevo Reglamento de 

Investigaciones Administrativas, aprobado por Decreto N° 

456/2022). 
2 “Gatti, Humberto R. c. Gobierno Nacional”, Sala I, 

30/05/1986. 



La CSJN se refirió a la autonomía disciplinaria en el 

ámbito de las Fuerzas Armadas y de Seguridad en la causa 

“Giberti” del 12/08/97 (Fallos: 320:1703) expresando “Que, con 

independencia de que la sanción penal pueda o no compartir la 

misma naturaleza que la sanción disciplinaria, lo cierto es 

que el procedimiento administrativo disciplinario es 

independiente del proceso penal, habida cuenta de que las 

finalidades perseguidas por ambos, los bienes jurídicos 

tutelados y los valores involucrados en cada uno de ellos son 

distintos y juegan de manera diferente”.3 

 

2) La autonomía disciplinaria y el principio “non bis in idem” 

No escapará al alto criterio de V.S. que se ha cuestionado 

la posibilidad de que se sustancien dos procesos distintos, 

uno en sede administrativa y otro en sede penal ante un mismo 

hecho, invocándose lo dispuesto en el art. 18 de la CN, art. 

14, apdo. 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y art. 8°, apdo. 4 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (estos dos últimos de rango Constitucional a 

partir de 1994), normas que establecen la prohibición de la 

múltiple persecución punitiva o, en otras palabras, la 

garantía contra el doble juzgamiento. 

La doctrina nacional, mayoritariamente, ha considerado que 

no se violenta el principio “non bis in idem”, cuando de un 

mismo hecho se investigan responsabilidades distintas (penal, 

civil, administrativa-disciplinaria).4 

                                                
3 Corresponde al considerando 10 del voto de la disidencia, 

puesto que la mayoría del Tribunal decidió desestimar la queja 

interpuesta por la actora, ya que el recurso extraordinario no 

cumplía con el requisito de fundamentación autónoma. 
4 En tal sentido: Villegas Basavilbaso, Bielsa, Bidart Campos y 

Marienhoff, citados por Repetto, Alfredo L.; Procedimiento 

administrativo disciplinario: El sumario, pág. 428-430, Ed. 

Cathedra Jurídica, Buenos Aires, 2008. 



Por su parte, la jurisprudencia, como bien lo señala 

Gelli,5 considera que el sumario administrativo y el proceso 

penal por el mismo hecho no vulneran la garantía en cuestión, 

si las responsabilidades que se adjudican y aplican son 

diferentes. Pero si la sanción administrativa es accesoria de 

la penal, ambas dependen de la comprobación del mismo delito y 

se dicta el sobreseimiento respecto al lícito, juega la 

garantía contra el doble juzgamiento (Caso: “De la Rosa 

Vallejos”, CSJN, Fallos 305:246, especialmente, considerandos 

12 y 17). 

 

3) Sentencia penal absolutoria 

En cuanto a la sentencia penal absolutoria, el Código de 

Disciplina de las Fuerzas Armadas, prevé expresamente sus 

efectos sobre la sanción disciplinaria. El art. 8º, último 

párrafo, establece que la absolución en sede penal fundada en 

la inexistencia del hecho o la falta de participación del 

imputado en él provocará la inmediata anulación de las 

sanciones disciplinarias impuestas por esos hechos. 

Si bien la norma solo habla de la absolución, debe 

interpretarse que tales efectos se extienden al caso del 

sobreseimiento definitivo cuando se dan las mismas 

circunstancias (inexistencia del hecho o la falta de 

participación del imputado en él). Así lo ha entendido también 

la PTN (v. Dictámenes, 201:189). 

En cambio, si la absolución o el sobreseimiento no se 

basara en la inexistencia del hecho o la falta de 

participación del imputado en él, ninguna influencia tendrá 

sobre la sanción que pudiera haberse impuesto en el ámbito 

disciplinario, conforme las constancias recabadas en la 

                                                
5 Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, Comentada y concordada, pág. 

311, Tomo I, 4ta Edición Ampliada y Actualizada, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2009. 



actuación disciplinaria y las piezas judiciales que se 

pudieran agregar “ad effectum videndi et probandi”.6 

Ha sostenido la Procuración del Tesoro de la Nación: 

“...Es principio general que la absolución judicial no 

significa inculpabilidad administrativa, porque el hecho de 

que no concurra delito punible no supone la inexistencia de 

responsabilidad o falta administrativa. Y ello es así si se 

tiene en cuenta que el poder disciplinario de la 

administración tiene presente no solo el aspecto delictual, 

sino también el netamente administrativo, cuya gama de 

responsabilidades es mucho más extensa”.7 

Así también lo ha entendido nuestro máximo tribunal de la 

Nación al expresar: “...Que, en las condiciones enunciadas, es 

evidente que desde la perspectiva propia de la competencia que 

le ha sido atribuida, la ponderación efectuada por la señora 

Juez Federal de Posadas se enderezó −solamente− a determinar 

si en efecto se había cometido el delito denunciado e 

investigado. Y fue precisamente desde ese enfoque que concluyó 

que no encontraba elementos convictivos para condenar a 

Giberti. Empero, dichas constancias de la causa penal, así 

como, claro está, las incorporadas a estos autos, sirven de 

indicios bastantes que permiten formar la convicción de que el 

comportamiento del actor, en oportunidad de los hechos, fue 

                                                
6 La PTN realizó una clara diferencia entre la falta de 

participación “jurídico-penal” en el delito con la falta de 

participación en el hecho en un Dictamen de fecha 23/01/2014 

que no fue publicado en la Colección de Dictámenes del 

Organismo, a fin de resguardar los datos sensibles que en el 

caso se exponían. En dicha oportunidad, la PTN concluyó que el 

sobreseimiento del imputado por no haberse demostrado 

suficientemente su participación jurídico-penal en el delito 

de abuso sexual tipificado en el art. 119 del CP no elimina ni 

altera su responsabilidad administrativa disciplinaria, ni 

implica la aplicación a su caso del 2º párrafo del art. 8º del 

CDFFAA, habida cuenta de su evidente participación fáctica en 

los ultrajes a la víctima, también militar, y, por ende, no 

obliga a la anulación de la sanción disciplinaria que le fue 

impuesta.  
7 Dictámenes PTN, 57:34; 83:51; 86:28; 122:399.  



susceptible de justificar la desconfianza de sus superiores en 

lo atinente a su corrección en la prestación del servicio, por 

lo que la separación del cargo no puede calificarse de 

manifiestamente arbitraria (Fallos: 297:233)”.8 

Más reciente, la Sala IV de la Cámara Nacional en lo 

Contencioso Administrativo Federal, en la causa nro. 755/2012: 

“IBAÑEZ, Miguel Ángel c/ EN - M Seguridad - PFA - Resol 237/06 

y otro s/Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.”, 

sentencia del 10/08/2017, señaló que “(…) debe recordarse que 

es principio recibido en nuestra doctrina y jurisprudencia la 

independencia existente entre los procesos penales tramitados 

en la instancia judicial y el régimen disciplinario 

administrativo, de manera que las conclusiones a las que se 

arriba en una y otra sede pueden resultar divergentes, dado 

que a un mismo hecho pueden aplicarse regímenes jurídicos 

distintos (Conf. Sala II del fuero, “Skrzpic”, sentencia del 

15.03.94). La absolución o sobreseimiento penal no siempre es 

un título suficiente para impedir la sanción administrativa, 

aun cuando esta se imponga por hechos directamente vinculados 

a los que dieron lugar a la absolución o sobreseimiento penal 

(…).” 

Con respecto a la sanción disciplinaria que se le impuso a 

la causante cabe manifestar que la misma no solo es 

independiente de la causa penal que se sustancia en el ámbito 

judicial, sino que dicha causa tampoco resulta por su 

independencia y autonomía motivo de investigación en la causa 

penal. 

En tal sentido, debe destacarse que las faltas 

disciplinarias de carácter grave que infringiera la ex 

Subteniente CAYATA y que fuera motivo de su sanción, resultan 

exclusivas del ámbito castrense, tal es así, que el reproche 

impuesto con motivo del artículo 10, inciso 15 del Código de 

                                                
8 Caso “Giberti” (Fallos: 320:1703), voto de la disidencia, 

considerando 12. 



Disciplina de las Fuerzas Armadas sanciona al militar que 

participe en alteraciones del orden en dependencias militares 

causando un perjuicio al servicio, tal el hecho del cual 

participó la ex Subteniente CAYATA y que fuera reconocido por 

ella misma al serle impuesta la sanción correspondiente. 

Similar concepto debe referirse respecto de la 

fundamentación del reproche disciplinario aplicado a la misma 

en base al artículo 10, inciso 21 del Anexo IV de la Ley 

26.394, de exclusivo achaque dentro de las Fuerzas Armadas y 

que se aplica al militar que encubriere al autor o autores de 

una falta de carácter gravísima; hecho este también sucedido 

en la especie y reconocido por la propia causante. 

Cabe recordar que el Estado Militar supone, por lo elevado 

de su misión, una conducta ética irreprochable e implica la 

sujeción al régimen de ascensos y retiros por el cual se 

confieren a los órganos específicos la capacidad de apreciar 

la concreta aptitud para ascender, conservar el grado o pasar 

a situación de retiro. Tal apreciación comporta el ejercicio 

de una actividad discrecional, en principio, ajena a la 

revisión judicial, pues no son los jueces los que pueden 

evaluar las condiciones adecuadas para una determinada 

situación de revista dentro de la Institución, ni los 

encargados de sustituir el criterio de sus órganos propios 

integrados por sus más altas jerarquías y establecidos con ese 

fin único y específico (Fallos: 302:1584; 303:559; y esta 

Sala. Causa Nro. 53256/2014 CA1 “Sagasta, Rodolfo Alejandro c/ 

Estado Nacional - Ministerio de Defensa – Ejército Argentinos 

s/ medida cautelar autónoma, Resolución del 28/4/15 y sus 

citas).  

Además, no puede soslayarse que el Código de Disciplina de 

las Fuerzas Armadas (Anexo IV - Titulo I), en su artículo 2, 

inciso 4to al referirse a los principios para el mantenimiento 

de la disciplina militar, señala lo siguiente: “...la acción 

disciplinaria y sus efectos son independientes de cualquier 



otra responsabilidad militar, civil, penal o administrativa 

que corresponda por los mismos hechos...”.  

A su vez, el artículo 24 de dicho cuerpo normativo refiere 

lo siguiente “...Criterios de valoración. La sanción 

disciplinaria se determinará de acuerdo a las circunstancias 

atenuantes o agravantes particulares presentes en cada 

caso...Se tendrá en cuenta la acción y los medios empleados 

para ejecutarla, la calidad de los motivos que influyeron, la 

extensión del daño o peligro causados, la conducta precedente 

del sujeto, la participación que haya tenido en la falta; las 

reincidencias en que hubiera incurrido y las circunstancias de 

tiempo, lugar, modo y ocasión...”. 

Finalmente, debe tenerse presente que la Junta de 

Calificación de Oficiales actúa dentro de las facultades 

legales otorgadas por el Artículo 47 de la Ley 19.101 “...La 

calificación de las aptitudes del personal que deba ser 

considerado, tanto a los efectos de su ascenso como a los de 

su eliminación, estará a cargo de juntas de calificaciones, 

las que actuarán como organismos asesores en sus respectivas 

fuerzas armadas. Las juntas de calificaciones se integrarán y 

actuarán en la forma que determine la reglamentación de esta 

ley...”. 

En conclusión, a pesar de lo señalado por la Ex 

Subteniente CAYATA, destaco V.S., que mi mandante actuó en 

todo momento conforme a derecho y, su Baja de las Filas del 

Ejército Argentino fue consecuencia de lo actuado en sede 

disciplinaria y lo decidido por la Junta de Calificación de 

conformidad con la normativa vigente y aplicable en la 

especie. 

Sin perjuicio de la normativa reseñada, no puede pasar 

desapercibido a V.S., que la Ex Subteniente CAYATA fue 

sancionada por el Consejo de Disciplina de la XII Brigada de 

Monte, por participar en alteraciones del orden militar y 

encubrir a los autores del faltas gravísimas el 18 de junio de  



2022, oportunidad en la cual falleció el Subteniente de 

Artillería Matías CHIRINO a causa de una broncoaspiración tras 

un brutal bautismo de iniciación en la carrera militar, hecho 

que conmovió a la sociedad toda. 

 

       VI 

 PRODUCE INFORME PREVISTO EN EL ART 4 DE LA LEY 26.854 

 

Improcedencia de la medida cautelar bajo análisis 

En primer lugar, no puedo dejar de señalar que la medida 

cautelar planteada por la parte actora, se encuentra jurídica 

y procesalmente mal formulada, ya que solicita el dictado de 

una medida cautelar innovativa, su reincorporación inmediata a 

la Fuerza, en base a lo dispuesto en el artículo 230 y 

concordante del CPCCN, cuando en realidad la Ley Nro. 26.854, 

establece taxativamente cuáles son aquellas medidas cautelares 

que pueden peticionarse y decretarse contra el Estado 

Nacional.  

Sin embargo, la actora se limitó a señalar, en sustento 

de su pretensión que, en la especie, se encuentran reunidos 

los elementos necesarios para dar curso favorable a esta 

petición: verosimilitud del derecho, peligro en la demora sin 

dar contracautela y sin hacer mención a la Ley 26.854, que –

reitero-, regula las medidas cautelares en los casos en que el 

Estado Nacional es parte. 

En efecto, esta última norma que es la que corresponde 

aplicar, y que debiera el actor jurídicamente haber utilizado 

como cauce para su pretensión, es la que regula las 

pretensiones cautelares postuladas contra toda actuación u 

omisión del Estado nacional o sus entes descentralizados (v. 

art. 1, Ley Nro. 26.854). 

Es entonces ésta la norma, más allá del yerro en que 

incurrió el actor, la que debe aplicarse a los fines de 



ponderar si corresponde su procedencia, respecto de lo cual, 

desde ya adelanto que no se verifican ninguno de los 

presupuestos de admisibilidad y procedencia de la medida 

pretendida. 

En orden a ello, sin perjuicio de las aclaraciones 

señaladas precedentemente, pareciera que el sustrato de la 

pretensión cautelar consistiría en declarar la nulidad de los 

efectos de la Resolución que declaró su Baja obligatoria, 

cuyos requisitos y presupuestos se encuentran previstos en el 

artículo 13 de la citada Ley Nro. 26.854, el que establece: 

“1. La suspensión de los efectos de una ley, un reglamento, 

un acto general o particular podrá ser ordenada a pedido de 

parte cuando concurran simultáneamente los siguientes 

requisitos: 

a) Se acreditare sumariamente que, el cumplimiento o la 

ejecución del acto o de la norma, ocasionará perjuicios graves 

de imposible reparación ulterior; b) La verosimilitud del 

derecho invocado; c) La verosimilitud de la ilegitimidad, por 

existir indicios serios y graves al respecto; d) La no 

afectación del interés público; e) Que la suspensión judicial 

de los efectos o de la norma no produzca efectos jurídicos o 

materiales irreversibles. 

2. El pedido de suspensión judicial de un reglamento o de 

un acto general o particular, mientras está pendiente el 

agotamiento de la vía administrativa, sólo será admisible si 

el particular demuestra que ha solicitado la suspensión de los 

efectos del acto ante la Administración y que la decisión de 

ésta fue adversa a su petición, o que han transcurrido cinco 

(5) días desde la presentación de la solicitud sin que ésta 

hubiera sido respondida. 

En este supuesto la procedencia de la medida se valorará 

según los mismos requisitos establecidos en el inciso 

anterior…”.  

Por otro lado, la medida peticionada por la actora 



pareciera también encuadrar en la prevista en el artículo 14 

de la ley citada, la que dispone: “Medida positiva: 1. Las 

medidas cautelares cuyo objeto implique imponer la realización 

de una determinada conducta a la entidad pública demandada, 

sólo podrán ser dictadas siempre que se acredite la 

concurrencia conjunta de los siguientes requisitos: a) 

Inobservancia clara e incontestable de un deber jurídico, 

concreto y específico, a cargo de la demandada; b) Fuerte 

posibilidad de que el derecho del solicitante a una prestación 

o actuación positiva de la autoridad pública, exista; c) Se 

acreditare sumariamente que el incumplimiento del deber 

normativo a cargo de la demandada, ocasionará perjuicios 

graves de imposible reparación ulterior; d) No afectación de 

un interés público; e) Que la medida solicitada no tenga 

efectos jurídicos o materiales irreversibles. 

2. Estos requisitos regirán para cualquier otra medida de 

naturaleza innovativa no prevista en esta ley...”. 

Ahora bien, de uno u otro modo, se trate de la medida 

prevista en el artículo 13 o en el 14 de la Ley Nro. 26.584, a 

poco que se analice el líbelo en conteste, la accionante ha 

omitido acreditar los requisitos enunciados en la norma 

citada, y que resulta aplicable a lo pretendido, con lo cual, 

la cautelar peticionada resulta improcedente.  

Efectuado tal señalamiento, que resultaba imperioso formular, 

procederé a evacuar el informe requerido por V.S. 

 

Improcedencia de los requisitos de admisibilidad 

Sentado ello y, cumpliendo expresas instrucciones de mi 

mandante vengo, en legal tiempo y forma, a producir el informe 

previsto en el artículo 4 de la Ley 26.854, el que fuera 

requerido al Estado Nacional – Ejército Argentino, mediante el 

Oficio Deo Nro 19247997 notificado el 14 de julio de 2025. 



En orden a ello, y para un adecuado tratamiento 

metodológico de la pretensión deducida, estimo conducente 

abordar en primer término, los requisitos de admisibilidad de 

la medida cautelar solicitada, los cuales son: a) Se 

acreditare sumariamente que la ejecución de la conducta 

material que motiva la medida ocasionará perjuicios graves de 

imposible reparación ulterior. b) La verosimilitud del derecho 

invocado. c) La verosimilitud de la ilegitimidad de una 

conducta material emanada de un órgano o ente estatal. d) La 

no afectación del interés público.  

 

AUSENCIA DE VEROSIMILITUD DEL DERECHO INVOCADO Y AUSENCIA 

DE MANIFIESTA ILEGALIDAD DE LA DECISIÒN ADOPTADA. 

Este requisito, tal como lo establece la Ley 26.854, se 

integra con una doble ponderación, la verosimilitud del 

derecho propiamente dicho –fumus bonis iuris- y, la 

verosimilitud de la ilegitimidad – fumus mali actii-. 

Ello, así pues, por un lado resulta exigible la 

verosimilitud del derecho de quien solicita la medida 

asegurativa de lo pretendido y de lo que en definitiva se 

resuelva en la litis, es decir debe el accionante acreditar la 

razón jurídica suficiente, la que a su vez debe ser idónea. 

Este principio rector, ha sido receptado en forma unánime 

y pacífica, tanto por la jurisprudencia como por la doctrina 

(cfr. Cám. Nac. de Apel. en lo Civ., Sala B, del 29-12-80, 

ED.92-835; C.S.J.N., sentencia del 12-9-90, JA, 1990-III-531; 

LL, 1986-A-463, Revista Doctrina Judicial, 1986-1-548; Cám. 

Nac. de Apel. en lo Civ, Sala B, 5-3-81, ED.93-603; ídem Sala 

“E”, 5-12-84, LL.1985-B-355, CASSAGNE, Juan C., Prohibición de 

innovar respecto a las deudas tributarias por la DGI., ED 131-

560; SPISSO La prohibición de innovar ante actos de la 

Administración, LL.1986-E-69). 

A su vez y, respecto a la verosimilitud de ilegitimidad, 

la jurisprudencia del fuero ha dicho que a partir de la 



presunción de legitimidad que goza el acto administrativo, es 

requisito fundamental para admitir la pertinencia de medidas 

cautelares en su contra la comprobación de su manifiesta 

ilegalidad o arbitrariedad, pues sólo concurriendo dicha 

circunstancia resulta susceptible de ser enervada por dicha 

presunción (V. CNCAF, Sala III, in re “López Ignacio c/ 

Lotería Nacional S.E. y otro”, sentencia del 7/4/2011), lo 

subrayado me pertenece. 

En ese sentido, no se verifica un perjuicio producido por 

el accionar del Estado Nacional, toda vez que, como se dijo 

precedentemente, la Resolución del Jefe del Estado Mayor 

General del Ejército por medio de la cual se dispuso la Baja 

Obligatoria de la actora de las Filas de la Institución, fue 

dictada de conformidad a la normativa a la cual adhirió 

voluntariamente la Ex Subteniente CAYATA. 

Por lo que es un acto administrativo legítimo, objetivo y 

fundado, conforme a derecho.  

Así las cosas, surge que la Resolución ahora cuestionada, 

fue tomada en el marco y con las formalidades que establece la 

normativa aplicable y el procedimiento administrativo en 

general, además de que fue dictado por la autoridad que tiene 

competencia a tal efecto. 

Es decir que, lo actuado en el ámbito del Ejército 

Argentino que represento, se ajustó a la normativa vigente y 

aplicable, motivo por el cual, la legalidad del procedimiento 

de que se trata, luce inobjetable.  

Si bien las medidas cautelares no exigen del juzgador un 

examen exhaustivo de certeza sobre la existencia del derecho 

pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de 

acreditar prima facie la existencia de verosimilitud en el 

derecho invocado, el peligro irreparable en la demora, y la 

arbitrariedad e ilegalidad manifiesta en el accionar de la 

Administración Pública, ya que resulta exigible que se 



evidencien fehacientemente las razones que justifiquen su 

procedencia. 

Por otra parte, y a mayor abundamiento, nuestro Máximo 

Tribunal tiene establecido, por principio, que las medidas 

cautelares, como la aquí requerida, no proceden respecto de 

actos administrativos o legislativos, habida cuenta de la 

presunción de validez que ostentan; doctrina que sólo debe 

ceder cuando se los impugna sobre bases prima facie 

verosímiles (Fallos: 250:154, 251:336, 307:1702, 314:695, 

329:2684, entre otros). 

Bajo estas premisas, no cabe más que concluir que no le 

asiste razón a la parte actora, toda vez que –reitero- 

mediante la referida Resolución, se dispuso la Baja de la Ex 

Subteniente Cayata, en el marco de la normativa vigente en la 

especie, sin conculcar derecho constitucional alguno. 

No debe perderse de vista que, atento la naturaleza de las 

medidas cautelares, ellas no exigen de parte de los 

Magistrados un examen de la certeza sobre la existencia del 

derecho pretendido, sino sólo su verosimilitud. En este 

sentido la Corte ha dicho: “…Es más, el juicio de verdad en 

esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del 

instituto cautelar, que no es otra que atender a aquello que 

no excede del marco de lo hipotético, dentro del cual, 

asimismo, agota su virtualidad…” (Fallos: 306:2060, entre 

otros). 

En este marco, destaco V.S. que el accionar del Estado 

Nacional ha sido ajustado a derecho. 

A mi modo de ver, el derecho invocado por el actor carece 

de verosimilitud suficiente que amerite la procedencia de la 

cautela intentada.  

Por lo demás, la parte actora no logra demostrar por qué 

considera que el obrar de la Administración resulta 

irrazonable, y afecta arbitrariamente derechos fundamentales 

consagrados por nuestra Carta Magna. 



 

b) AUSENCIA DE DAÑO IRREPARABLE Y DE PELIGRO EN LA DEMORA  

 

Respecto del requisito bajo análisis, debe tenerse 

presente que la medida cautelar, en tanto adelanta el objeto 

mediato de la pretensión principal, configura aquellos 

supuestos que la Corte Suprema de Justicia ha denominado 

anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de 

la causa (Fallos 316: 1835). 

Nuestro más Alto Tribunal sostuvo que la presunción de 

validez de los actos de los poderes públicos impide dispensar 

por vía de la suspensión cautelar la aplicación de leyes o 

decretos u actos impugnados “…si no se invoca y acredita la 

irreparabilidad del perjuicio que aquellos pudieren producir a 

la actora…” (Fallos 307:2267, punto 2º de su considerando, y 

sus citas). 

En la especie, no se vislumbra el recaudo de “perjuicio 

irreparable” invocado; por otro lado, el accionante siquiera 

ha arrimado elemento alguno que acredite la 

desproporcionalidad de la medida adoptada en relación al fin 

perseguido. 

En modo alguno, de manera seria y fundada se ha invocado 

en forma concreta los daños irreversibles que le produce al 

accionante el dictado de la Resolución cuestionada, en efecto, 

no ha señalado en forma concreta un daño cierto.  

En este contexto, se puede afirmar que mientras el derecho 

exige o requiere verosimilitud, el daño en materia cautelar 

exige certeza.  

El más Alto Tribunal en esta cuestión ha sido categórico, 

en la causa “Bulacio” destacó que la medida innovativa es una 

decisión excepcional pues altera el estado de hecho y derecho 

existente al tiempo de su dictado, habida cuenta que configura 

un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final 

de la causa, lo que justifica una mayor prudencia en la 



apreciación de los recaudos de su admisión (cfr. fallo de la 

C.S.J.N., en sentencia del 24 de agosto de 1993). 

Por su parte, en “Astilleros Alianza S.A.”, el Máximo 

Tribunal, expresó: “…Asimismo, cabe puntualizar a los efectos 

de apreciar el bonis fumus juris exigido por el art. 230, inc. 

1º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que 

esta Corte ha establecido que la presunción de validez que 

debe reconocerse a los actos de las autoridades constituidas 

(Fallos: 245:552 y 249:221) obliga en procesos precautorios 

que, como el presente, son de un limitado conocimiento, a una 

severa apreciación de las circunstancias del caso y a una 

actuación con suma prudencia por parte de esta Corte que, sin 

resignar por cierto su función de custodio de la Constitución, 

evite que medidas de esta índole comprometan la actuación de 

los poderes públicos… De ahí, pues, que los requisitos 

ordinariamente exigibles para la admisión de toda medida 

cautelar, cuando se trate de una semejante a la ordenada en 

autos debe agregarse la acreditación del peligro irreparable 

en la demora y, además, la ineludible consideración del 

interés público…” (Fallos 210:48,303:625; 307:2267 -punto 7º 

del considerando-). 

En el caso de autos, reitero, no existe un daño 

irreparable, motivo por el cual, no se verifica la procedencia 

del requisito bajo análisis.  

En efecto, como lo explica García de Enterría, el 

perjuicio atendible por quien dispone la medida cautelar debe 

consistir en el riesgo de que se frustre la tutela efectiva 

que corresponde otorgar a la sentencia final. 

Como bien lo sostuvo el Juez Coviello en el caso “Monges”: 

…” el periculum in mora es la base sobre la cual se afincan 

las medidas asegurativas del resultado práctico del proceso. 

Ello, por cierto, no significa desmerecer el otro requisito de 

admisibilidad de las cautelares, el fumus boni juris. Antes 

bien lo presupone. Para que exista daño irreparable deberá 



demostrarse previamente que, en apariencia, el peticionario 

ostenta un título o razón jurídica suficiente y que no tiene 

el deber jurídico de soportar el daño.” 

El peligro, como requisito de una medida cautelar, tanto 

sea innovativa o de no innovar, no se refiere solamente a la 

existencia de un daño, sino a la irreparabilidad del daño por 

la sentencia futura, a la ineficacia de la decisión 

jurisdiccional.  

Conforme lo expresado resulta aquí oportuno recordar que 

para decretar una medida cautelar, el juez tiene que apreciar 

si se encuentran reunidos dos requisitos: verosimilitud del 

derecho y peligro en la demora. Ambos recaudos deben evaluarse 

en forma armónica, de manera tal que a mayor verosimilitud del 

derecho no cabe ser tan exigente en la gravedad e inminencia 

del daño, y viceversa, cuando existe el riesgo de un daño 

extremo e irreparable, el rigor acerca del “fumus bonis iuris” 

se puede atemperar” (V. Arazi, “Medidas Cautelares”, pag. 7).  

Las medidas cautelares constituyen una pretensión de 

cautela anticipada o anticipo asegurativo de la garantía 

jurisdiccional al servicio de un proceso contencioso (v. 

Kielmanovich, Jorge, “Medidas cautelares”, ed. 2000, pag. 31). 

Su procedencia entonces se encuentra supeditada a una 

estricta apreciación de los requisitos de admisión de los que 

surja acreditada “prima facie” la ilegalidad o arbitrariedad 

manifiesta del accionar administrativo. 

En orden a las alegaciones vertidas en el líbelo en 

responde, corresponde concluir que el Estado Nacional –

Ejército Argentino, ha obrado conforme a derecho. 

Ante ello, no escapará al elevado criterio de V.S. que no 

resultan sustento suficiente los extremos denunciados como 

fundamento de la cautela pretendida. 

En virtud de ello, puede concluirse que no resulta ni 

arbitraria ni ilegítima la mencionada Resolución RESOL-2024-

835-APN-JEMGE#EA, ni ningún acto emanado de mi mandante en 



relación al tema que nos ocupa, por lo tanto, no corresponde 

que la actora “sea reincorporada al cargo que desempeñaba en 

el Ejército Argentino previo a su baja de la Institución”. 

Asimismo, a través del requisito de acreditación del 

“peligro en la demora”, se intenta proteger al solicitante del 

peligro a sufrir un daño durante el transcurso del proceso 

hasta el arribo de la sentencia definitiva que no pueda ser 

reparado a través de ésta; o –también-, que el tiempo procesal 

torne los efectos de la sentencia de imposible cumplimiento o 

abstractos, extremos y circunstancias que no se aprecian en la 

especie.  

En definitiva, no aparece ostensible la necesidad de 

obtener una tutela jurisdiccional anticipada que no pueda 

aguardar al dictado de la sentencia definitiva “en el proceso 

que pudiera corresponder”, como señala la actora.  

Por otro lado, en toda acción que se promueve se invoca un 

daño, real o potencial, porque el daño, cuando es jurídico, no 

es otra cosa que el agravio. El peligro de un daño jurídico, 

es decir, de un agravio, puede ser el fundamento de la acción, 

pero no necesariamente de una medida cautelar. Para que ésta 

proceda no basta que el peligro sea real, actual y concreto, 

es preciso que el peligro consista en la irreparabilidad del 

daño para cuando recaiga la sentencia en el juicio. 

A su vez, tiene dicho la doctrina que si el acto que 

afecta al particular no es definitivo y no es de aquellos que 

agotan la vía administrativa, es allí donde aparece la llamada 

medida cautelar autónoma, que consiste en pedirle al juez que 

ordene la suspensión de los efectos del acto administrativo 

recurrido hasta que la administración resuelva el recurso 

administrativo que agota la vía en un sentido o en otro. 

(Zambrano, Pedro, “Medidas cautelares «autónomas» y la 

garantía de defensa en juicio ¿por el art. 230 del Código 

Procesal o por el art.12 de la ley 19.549?,” LL, 1998-C, 

344.). Este no es el caso de autos. 



Es ostensible que a la parte actora no le interesa la 

apertura de un proceso para demostrar la razón de sus dichos.  

La Ex Subteniente CAYATA, simplemente pretende la 

suspensión del acto administrativo, que NO recurrió, conforme 

lo establecido la ley 19.101 y su reglamentación. 

Quedó acreditado con los antecedentes reseñados que la 

parte actora no efectuó un reclamo administrativo en los 

términos y plazos que establece la reglamentación de la Ley 

para el Personal Militar 19.101, respecto de su clasificación 

como “INEPTA PARA LAS FUNCIONES DE SU GRADO” así como tampoco 

de la Resolución del Jefe del Estado Mayor General del 

Ejército que dispuso su Baja Obligatoria de la Institución. 

Lo dicho no es algo banal, ya que dicha omisión afecta 

necesariamente la pretensión del causante, ya que el 

cuestionamiento del acto en Sede Administrativa constituye un 

requisito esencial para solicitar su revisión judicial, tal 

como lo ha entendido el Supremo Tribunal en los autos 

caratulados: “GORORDO ALLARIA DE KRALJ, HAYDÉE M. V. 

MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACIÓN” (04/02/99), cuando señaló 

que “...la decisión administrativa que desestima en cuanto al 

fondo un recurso extemporáneo, tramitado en el caso como 

denuncia de ilegitimidad, no es susceptible de ser impugnada 

en sede judicial porque, al haber dejado vencer el interesado 

el término para deducir los recursos administrativos, ha 

quedado clausurada la vía recursiva, y, por ende, la 

posibilidad de agotar la vía administrativa, requisito 

insoslayable para la habilitación de la instancia judicial 

(art. 23 Inc a. Ley 23.549)...” - considerando Nro 12. 

Al no haberse recurrido la Resolución en crisis en tiempo 

oportuno y, en los términos exigidos por la reglamentación de 

la Ley para el Personal Militar Nro. 19.01 necesariamente se 

la consintió, mediando en consecuencia al respecto cosa 

juzgada administrativa, a la que si bien “...se le otorga un 

alcance menos restrictivo que a la judicial, en la medida que 



el poder administrador puede volver sobre lo que está juzgando 

cuando se trata de corregir sus propios errores, ello no 

importa reconocer -aun cuando se trata de materia previsional- 

que lo decidido por los tribunales judiciales pueda ser 

revisado indefinidamente, pues tal circunstancia implicaría un 

menoscabo de la garantía de la cosa juzgada” (ver art. 17 C 

.N., Cfr. C.S.J.N., Fallos 289:185 y "Rocca, Licio", sent. del 

12.04.88 - C.N.A.S.S., Sala I, sent. 9452 bis, 03.05.91 - 

"MASSACCESI, Emilio c/ Caja Nacional de Previsión de la 

Industria, Comercio y Actividades Civiles" M.Ch.D.)  

 Lo indicado precedentemente, acarrea para la actora dos 

consecuencias primordiales; en primer lugar, que el acto 

administrativo, ahora cuestionado, se encuentra firme, motivo 

por el cual no puede ser modificado en sede judicial, máxime 

cuando no se observan causales de nulidad o anulabilidad en 

los términos de la ley de Procedimientos Administrativos, y de 

los reglamentos militares de aplicación. 

 En segundo lugar, que el artículo 13 de la Ley 26.854, 

expresamente dispone:  “…el pedido de suspensión de un 

reglamento o de un acto general o particular, mientras está 

pendiente el agotamiento de la vía administrativa, sólo será 

admisible si el particular demuestra que ha solicitado la 

suspensión de los efectos del acto ante la Administración y 

que la decisión de ésta fue adversa a su petición, o que han 

transcurrido cinco (5) días desde la presentación de la 

solicitud sin que ésta hubiera sido respondida…” (el destacado 

me pertenece). 

En este contexto, destaco V.S., que la medida cautelar 

bajo análisis, en los términos planteadas, es inadmisible, 

habida cuenta que la parte actora omitió interponer los 

recursos aludidos en legal tiempo y forma y, además, 

prescindió de solicitar la suspensión de los efectos del acto 

en sede administrativa 



Queda claro que no hay ni verosimilitud en el derecho ni 

peligro en la demora. Lo que existe es la pretensión de la 

suspensión de un acto administrativo válido y eficaz a través 

de una medida cautelar autónoma, para obviar la necesidad de 

un proceso y de la prueba de sus dichos. 

Por otro lado, es importante señalar que en la actora no 

cumplió con lo dispuesto en el art. 15 inc 1 de la ley de 

medidas cautelares, ya que no realizó el pedido de suspensión 

judicial del acto en sede administrativa; tampoco está 

pendiente el agotamiento de la vía administrativa, ya que no 

recurrió el acto en crisis. 

En razón de lo expuesto, se puede advertir que la 

Resolución que dispuso la Baja de la Fuerza de la Ex 

Subteniente CAYATA, NO fue tomada en forma arbitraria, sino 

que se basa en la clasificación propuesta por la Junta de 

Calificación de Oficiales – AÑO 2023, siendo clasificada 

“INEPTA PARA LAS FUNCIONES DE SU GRADO”, conforme lo 

determinado en el Artículo 20, Inciso 3º de la Ley 19.101 – 

Ley para el Personal Militar y el Artículo 230, Inciso 7) de 

la Reglamentación para el Ejército de la citada ley, Tomo II 

“Reclutamiento y Ascensos”, debiendo pasar a situación de baja 

obligatoria. 

Adicionalmente, con respecto a la apreciación que efectúan 

las Juntas de Calificaciones, o las respectivas, que en 

algunos casos proponen la separación de las Filas del Ejército 

del personal militar, nada más ilustrativo que lo que ha 

establecido la jurisprudencia tribunalicia a través de los 

años: 

 Así la corte Suprema de Justicia del Nación tiene dicho 

que: “…La apreciación de la Junta Superior de Calificaciones 

de la Armada respecto de la aptitud para ascender, conservar 

el grado o pasar a situación de retiro del personal militar, 

comporta el ejercicio de una actividad discrecional 

insusceptible, en principio, de justificar el contralor 



judicial. Ello así, pues el estado militar presupone el 

sometimiento a las normas de fondo y forma que estructuran la 

institución castrense, ubicándola en una situación especial 

dentro de la Administración Pública, de la que difiere tanto 

por su composición como por las normas que la gobiernan”. 

(Ortiz Zavalla, Celestino c/ Nación. 01/01/80 T. 302. p. 1650) 

 “…La apreciación de la Junta de Calificación para el 

Personal Militar Superior de Aeronáutica comporta una 

actividad discrecional insusceptible, en principio, de 

justificar el control judicial, pues el estado militar 

presupone sometimiento a las normas de fondo y forma que 

estructuran la institución castrense, ubicándola en una 

situación especial, dentro de la Administración Pública, de la 

que difiere por su composición y normas que la gobiernan. 

Dicho estado implica sujeción al régimen de ascensos y retiros 

por el cual se confiere a los órganos específicos la capacidad 

de apreciar en cada caso la concreta aptitud, con suficiente 

autonomía funcional, derivada en última instancia del 

principio cardinal de la separación de los poderes…”. (“Ferro, 

Héctor Marcelo c/ Nación Argentina”. 01/01/82 CSJN-T. 304, p. 

1710). 

 “...El informe del Tribunal de Calificación "comporta una 

actividad discrecional insusceptible, en principio, de 

justificar el control judicial, pues el estado militar 

presupone sometimiento a las normas de fondo y forma que 

estructuran la institución castrense, ubicándola en una 

situación especial, dentro de la Administración Pública, de la 

que difiere por su composición y normas que la gobiernan. 

Dicho estado implica sujeción al régimen de ascensos y retiros 

por el cual se confiere a los órganos específicos la capacidad 

de apreciar en cada caso la concreta aptitud, con suficiente 

autonomía funcional, derivada en última instancia del 

principio cardinal de la separación de poderes”. (confr. 

C.S.J.N., "Ferro, Héctor Marcelo c/ Gob. de la Nac. s/ retiro 



militar", del 30 de noviembre de 1982; "Lestenguet", del 23 de 

diciembre de 1980); Autos: DONCEL, Mario Andrés c/ E.N. (Min. 

de Defensa) s/ HABER DE RETIRO D., H. y G. de C. G. 21/06/1994 

C.CONT.ADM.FED.,  

Los tribunales inferiores, también se pronunciaron 

respecto del tema de autos indicando que: “…los dictámenes de 

las Juntas de Calificaciones del personal que, con el estado 

respectivo, integra las fuerzas armadas o de seguridad, 

remiten, por regla general, a valoraciones o apreciaciones de 

conjunto que globalmente ponderan los diversos factores que 

inciden en el desempeño del personal y que son las que, en 

definitiva, determinan el progreso o finalización de la 

carrera respectiva. También por regla general, estas 

apreciaciones "conjuntas" reúnen múltiples conceptos jurídicos 

indeterminados que a la Administración corresponde conjugar, 

sin que pueda tal valoración ser sustituía por los 

Tribunales”, aunque ello no excluya la vinculación al 

procedimiento, a la finalidad del acto y a los principios 

generales del derecho. Cuando la jurisprudencia, precisamente, 

se refiere al margen de discrecionalidad y a la ponderación de 

factores que son de la exclusiva competencia de la 

Administración en su examen y de su criterio privativo, alude 

a éste criterio de conjugación de conceptos jurídicos 

indeterminados. Y cuando la comprensión de la situación total 

es definitiva, no escindible, ni describible, la apreciación 

no es participable y, por consecuencia, no es revisable…” 

(Autos: DIAZ, José Manuel c/ Ministerio del Interior -Policía 

Federal Argentina s/ retiro militar y fuerzas de seguridad 

Grecco, y Licht 09/05/1995 C.CONT.ADM.FED., SALA I). 

De todo lo expuesto, se desprende que no le asiste razón 

alguna a la demandante en su pretensión, dado que todas las 

instancias militares que trataron su caso lo hicieron 

cumpliendo acabadamente lo establecido en la legislación 

vigente y, ahora, intenta tardíamente, modificar 



ilegítimamente su situación particular, confundiendo al 

tribunal, con un relato que no se ajusta a la realidad.  

 

Falta de Contracautela    

Asimismo, solicito que se declare inadmisible y se rechace 

la medida cautelar en cuestión ya que, la parte actora no ha 

presentado la contracautela respectiva, de conformidad a lo 

exigido en el artículo 10 de la Ley N° 26.854, y por lo tanto 

procede el rechazo de la medida cautelar articulada. 

Como podrá advertir V.S., no se verifican los supuestos de 

excepción previstos en el artículo 2 inciso 2), y por tanto 

procede que se rechace la medida cautelar, por incumplimiento 

de este recaudo. 

 

VII 

INTERÉS PÚBLICO COMPROMETIDO POR LA SOLICITUD 

Entiendo V.S., que el interés público que se encontraría 

comprometido en el caso de que V.S. haga lugar a la medida 

cautelar solicitada, radica en la observancia estricta de las 

normas que rigen al Personal Militar (Ley 19.101 y sus 

reglamentaciones). 

 

Ello es así, porque de decretarse la reincorporación de 

la actora al Cargo que desempeñaba en el Ejército Argentino 

previa a su Baja, hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo 

planteada en el “proceso que pudiere corresponder”, se estaría 

violentando la Ley 19.101, las facultades, procedimientos y 

competencias establecidas para las Juntas de Calificaciones 

del Ejército Argentino y, de un acto administrativo, dictado 

conforme la normativa vigente en la especie. 

Es dable destacar que el Artículo 12 de la Ley Nacional 

de Procedimientos Administrativos Nro. 19.549, expresamente 

dispone que “…El acto administrativo goza de presunción de 

legitimidad; su fuerza ejecutoria faculta a la Administración 



a ponerlo en práctica por sus propios medios -a menos que la 

ley o la naturaleza del acto exigieren la intervención 

judicial- e impide que los recursos que interpongan los 

administrados suspendan su ejecución y efectos, salvo que una 

norma expresa establezca lo contrario…”. 

Es decir, que, de acuerdo a la normativa reseñada, el 

acto administrativo goza de presunción de legitimidad y 

ejecutoriedad, como fuera desarrollado en estas actuaciones. 

En consecuencia,  hacer lugar a la pretensión de la 

parte actora, importaría una transgresión a la Ley Nacional de 

Procedimientos administrativos, toda vez que la misma norma 

establece la imposibilidad de la suspensión de los efectos del 

acto, los que a su vez derivan -reitero- de sus caracteres de 

presunción de legitimidad y ejecutoriedad. 

Resulta claro que la accionante pretende impugnar el acto 

administrativo citado, en base a afirmaciones dogmáticas 

carentes de todo sustento jurídico, limitándose a solicitar en 

su demanda que se deje sin efecto el mismo, pero sin dar 

ningún tipo de argumento razonable para fundar su pretensión.    

No escapará que lo expresado en párrafos precedentes, 

consolida la presunción de legitimidad y de regularidad de que 

gozan las resoluciones en crisis, es decir, se trata de actos 

emitidos conforme a derecho, dictados en armonía con el 

ordenamiento jurídico vigente y no admiten descalificación por 

la sola manifestación de voluntad de los administrados 

("ZAVALÍA, CARLOS NORBERTO. SEGUROS GENERALES SOLIDARIA S.A." 

del 01 de enero de 1968 T. 271, p. 29). 

A mayor abundamiento: "…La nulidad por la nulidad misma 

carece de sentido. De ese modo, no resulta suficiente la mera 

invocación de supuestas irregularidades, por cuanto la 

presunción de legitimidad del acto administrativo opera de 

modo de salvaguarda de toda la actividad estatal, puesto que 

de lo contrario toda ella podría ser cuestionada, 

obstaculizándose de esa manera el fin último de esas 



actividades que es la obtención del bien común.  Es por ello 

que ante esta presunción iuris tantum, es al particular a 

quien incumbe alegar y probar la ilegitimidad del acto 

administrativo…", (Fallos 291:499; 294:69).  Debiendo el 

demandante probar debidamente la falsedad que alega, pues de 

lo contrario, el acto administrativo goza de absoluta 

legitimidad y regularidad 

Asimismo, y de acuerdo con lo precedentemente expuesto, 

me encuentro en condiciones de afirmar que también existe 

Interés Público comprometido, en la eventual suspensión en 

Sede Judicial de un acto administrativo dictado de manera 

regular, y en aras de un interés particular, desvirtuando de 

ese modo las previsiones del referido artículo 12 de la Ley 

Nacional de Procedimientos Administrativos. 

Además, la pretensión de la actora, más allá de su 

situación personal, configura un caso testigo cuyas 

consecuencias en su admisibilidad, traerían aparejado un caso 

de relevancia institucional en tanto que, su acogimiento 

habilitaría eventualmente el inicio de pleitos similares con 

consecuencias negativas para el Estado Nacional. 

Más allá de lo expuesto, cabe resaltar que la ex 

Subteniente CAYATA conocía al momento de su incorporación la 

normativa aplicable, no cuestionándola oportunamente, y 

aprovechando todos los beneficios que la ley le asignara, con 

lo cual se configura a su respecto la “doctrina de los actos 

propios”, que impiden en el presente cuestionar la normativa 

aludida. 

En tal sentido, tiene dicho nuestra Corte Suprema ha 

sostenido que: “Los jueces no deben sustituir al legislador, 

sino aplicar la norma tal como éste la concibió" (CS, abril 

17-1992). E.D. 152-133. 

"…No cabe apartarse del principio primario de la sujeción 

de los jueces a la ley ni atribuirse el rol de legislador para 

crear excepciones no admitidas por éste, pues de hacerlo así 



olvidaría que la primera fuente de exégesis de la ley es su 

letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación 

la norma debe ser aplicada directamente, con prescindencia de 

consideraciones que excedan las circunstancias del caso, 

expresamente contempladas en aquélla. De otro modo podría 

arribarse a una interpretación que, sin declarar la 

inconstitucionalidad de la disposición legal, equivaliese a 

prescindir de su texto (del voto de los doctores Barra, Fayt, 

Belluscio, Nazareno, Cavagna Martínez, Levene (h), y Moliné 

O´Connor) (CS, junio 8-1993) E.D. 154-221) 

Por todo lo expuesto, y los antecedentes obrantes en la 

causa, tornan improcedente se rechace la demanda incoada por 

la actora, con expresa imposición de costas a la actora.  

 

                    VIII 

PRUEBA 

 

En apoyo a los dichos vertidos en el presente informe, se 

ofrece la siguiente prueba: 

  

a)      DOCUMENTAL: 

-Nota NO-2025-77515855-APN-DPM#EA. 

-Clasificación de la Junta de Oficiales del 01 al 08 de 

junio de 2023, y su notificación a la causante mediante 

expediente Letra DN 23 Nro. 2607/3 del 14 de noviembre de 

2023. 

- IF-2024-27600660-APN-DGPYB#EA del 15 de marzo de 2024, 

que contiene el Dictamen Jurídico 219/24 de la División 

Jurídica de la Dirección General de Personal y Bienestar del 

Ejército. 

- Cómputo de Servicios de la ex Subteniente de Artillería 

Claudia Daniela CAYATA DNI 34.062.952. 



- Resolución del Jefe del Estado Mayor General del 

Ejército de fecha 08 de abril de 2024. (RESOL-2024-835-APN-

JEMGE#EA) 

- Copia de la nota NO-2024-36220920-APN-DPM#EA de fecha 10 

de abril de 2024. 

 

 

               IX 

FORMULA RESERVA DE CASO FEDERAL 

 

Para el supuesto en que V.S. hiciera lugar a la 

medida cautelar incoada, formulo la reserva de plantear la 

ocurrencia del caso federal, a los fines de la articulación 

del recurso extraordinario federal, debiendo ponderarse que 

dicha decisión jurisdiccional resultaría coincidente con la 

cuestión de fondo planteada, asimilándose dicho decisorio al 

de sentencia definitiva requerida para habilitar la instancia 

extraordinaria, y será contraria al derecho que mi parte funda 

en las normas federales invocadas en este escrito y a la 

adecuada interpretación que de ellas habrá de realizarse.  

 

 

                               X 

CONCLUSIÓN 

 

- El procedimiento que culminó con el dictado de la 

Resolución RESOL-2024-835-APN-JEMGE#EA se ajustó a 

derecho, interviniendo las Instancias Administrativas 

pertinentes, facultadas por la normativa vigente y 

aplicable en la especie. 

- De los antecedentes consignados precedentemente, surge que 

la Resolución crisis, cuestionada por la parte actora, ha 



cumplido todos y cada uno de los requisitos exigidos por 

la legislación vigente, careciendo de vicio alguno y, por 

lo tanto, gozando de plena validez y eficacia jurídica, 

dado que simplemente se han emitido conforme a derecho. 

- En consecuencia, resulta claro que la parte actora, 

pretende impugnar dicha Resolución, en base a 

afirmaciones dogmáticas carentes de todo sustento 

jurídico, limitándose a solicitar en su demanda su 

reincorporación al Ejército Argentino, sin dar ningún 

tipo de argumento razonable para fundar su pretensión.  

- La Resolución en crisis, no transgreden el plexo normativo 

vigente.   

- La parte actora no logra demostrar por qué considera que 

el obrar de la Administración resulta irrazonable, y 

afecta arbitrariamente derechos fundamentales consagrados 

por nuestra Carta Magna. 

- El acto administrativo impugnado por la actora es acto 

firme que goza de la legitimidad del art. 12 de la ley 

19.549, motivo por el cual, solicito a V.S., que rechace 

la demanda medida cautelar, con expresa imposición de 

costas. 

- La Baja de las Filas del Ejército Argentino de la Ex 

Subteniente CAYATA, importa el resultado de lo actuado 

en materia disciplinaria y lo decidido por la Junta de 

Calificación de conformidad con la normativa vigente y 

aplicable en la especie. 

Adicionalmente, no puede soslayarse que si 

hipotéticamente V.S. hiciera lugar a la acción planteada, se 

estaría entrometiendo en las competencias constitucionales e 

institucionales propias del Poder Ejecutivo. 

 En este orden de ideas, nuestro Máximo Tribunal ha dicho 

en jurisprudencia inveterada que la misión más delicada del 

Poder Judicial es saber mantenerse dentro de sus propias 



atribuciones, evitando a través de la función jurisdiccional 

invadir la esfera de los otros poderes del Estado (v. Fallos: 

155:248; 311:2580, entre muchos otros). 

 

XI 

PETITORIO 

 

Por lo expuesto a V.S. solicito: 

 

1) Se me tenga por presentada, parte y con 

domicilio legal y electrónico constituido. - 

2) Se tenga por producido el informe previsto en el 

Art. 4 de la Ley 26.854, y oportunamente se rechace la 

medida cautelar solicitada, con costas. - 

3) Se agregue y se tenga presente la documental 

acompañada. 

4) Se tenga por efectuada la reserva del Caso 

Federal, por las razones expuestas precedentemente. -                                               

                       

 PROVEER DE CONFORMIDAD  

SERA JUSTICIA 



 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA RECONSTRUCCIÓN DE LA NACIÓN ARGENTINA

 
Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: PODER GENERAL JUDICIAL - PERSONAL DE OFICIALES AUDITORES Y CIVILES 
LETRADOS DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS.-

 

VISTO lo establecido por el Decreto Nro 1265 del 6 de agosto de 1987, Texto Ordenado del Decreto Nro. 411/80 y su 
similar Nro 721/16, Representación Judicial del Estado, y

 

CONSIDERANDO

Que resulta necesario atribuir la representación judicial personal letrado dependiente de la DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASUNTOS JURÍDICOS DEL EJÉRCITO ARGENTINO para que asuman la representación judicial del ESTADO 
NACIONAL – ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO en aquellas causas en las que sea parte actora, 
demandada o intervenga en cualquier otro carácter, habida cuenta de que ello constituye un imperativo de rango legal.

Que atento la designación de nuevos Directores a cargo de la Dirección General de Asuntos Jurídicos y de la 
Subdirección General de Asuntos Jurídicos de esta Institución, así como también la reestructuración que ha tenido lugar 
respecto del personal letrado de dicha Dirección, se torna necesario dejar sin efecto los apoderamientos otorgados con 
anterioridad a la suscripción de la presente Resolución.

Que el suscripto resulta competente para el dictado de la presente medida, en uso de las atribuciones conferidas por el 
Decreto Nro. 721/2016.

 

Por ello,

EL JEFE DEL ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO

RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Designar como representantes judiciales del ESTADO NACIONAL ARGENTINO, ESTADO MAYOR 
GENERAL DEL EJÉRCITO, para que asuman la representación y defensa de los intereses del ESTADO NACIONAL - 
EJÉRCITO ARGENTINO en todas aquellas causas en las que sea parte actora, demandada o intervenga en cualquier otro 



carácter, en trámite por ante los Juzgado y Tribunales Federales con asiento en los Partidos y Localidades que integran el 
Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), al personal letrado – militar y civil – de la DIRECCIÓN GENERAL DE 
ASUNTOS JURÍDICOS DEL EJÉRCITO que a continuación se detalla:

Coronel Auditor D Ernesto Daniel GOVEA BASCH (DNI 16.766.193)•
Coronel Auditor D Jorge Alberto HUARTE (DNI 20.331.102)•
Coronel Auditor D Marcelo Alejandro MARCOS (DNI 17.107.323)•
Teniente Coronel Auditor D Gustavo Daniel SAID (DNI 20.189.293)•
Teniente Coronel Auditor D Luis Alberto ZELAYA (DNI 25.255.453)•
Mayor Auditor D Jorge Federico SCHIAVONE SIERRA (DNI 26.455.711)•
Mayor Auditor Dña Angélica Cecilia FERNANDEZ (DNI 30.296.488)•
Mayor Auditor Dña María de las Nieves MONTIEL (DNI 30.710.058)•
Mayor Auditor D Carlos Prudencio NAVARRO (DNI 30.438.934)•
Capitán Auditor D Nicolás SCARVAGLIERI (DNI 34.998.521)•
Capitán Auditor D Mario Jesús NUÑEZ (DNI 30.576.450)•
Capitán Auditor D Homero Agustín REGALADO (DNI 33.346.210)•
Capitán Auditor D Ariel Antonio MONZON (DNI 33.773.046)•
Capitán Auditor Dña Marina Denise TORRES (DNI 36.950.225)•
Capitán Auditor D José Ricardo RODRIGUEZ (DNI 36.163.963)•
Capitán Auditor Dña María Victoria PINTOS ALBHOM (DNI 36.615.837)•
Capitán Auditor Dña Yamila Dallanha LARA (DNI 37.461.190)•
Capitán Auditor D Tomás PAVON (DNI 39.907.160)•
Capitán Auditor Dña Eliana Melisa CORTEZ (DNI 34.435.122)•
Teniente Primero Auditor Dña Melina Anabel POLIAKOF (DNI 38.503.357)•
Teniente Primero Auditor D Jorge Alberto STEWART (DNI 40.130.362)•
Teniente Primero Auditor Dña Erika Noemí ARAUJO (DNI 36.482.381)•
Dña Mariela Patricia ACOSTA (DNI 17.304.662)•
D Juan Francisco ALCÁNTARA (DNI 34.949.462)•
Dña Noemí Judith LACUBE (DNI 24.101.687)•
Dña Mariana Rita LUGANI (DNI 24.732.333)•
Dña María Laura LUSSO (DNI 22.109.466)•
D José Francisco JAUREGUI (DNI 14.161.239)•
D Cristian Maximiliano MARAGNA (DNI 23.991.728)•
D Miguel Francisco Javier QUARTINO RESUMIL (DNI 31.526.239)•
Dña Noelia Miriam SARSOTTI (DNI 28.352.278)•
Dña Anabella Cecilia VINCI (DNI 23.477.182)•
Dña María Paula GARCIA GIANOTTI (DNI 22.743.280)•
Dña María Gabriela MUGNOLO (DNI 22.508.816)•
Dña Yanina Elizabeth VILLALBA (DNI 27.503.635)•
Dña Gabriela Verónica LESCANO (DNI 22.972.125)•
D Víctor Arnaldo CIABATTARI (DNI 22.983.761)•
Dña Ana María Belén MORICI (DNI 34.641.228)•
Dña  Carolina Micol DIAZ (DNI 38.201.398)•
Dña Stephanie Jacqueline BIANCHI (DNI 38.662.818)•
D Sebastián CANDIA MICHEL (DNI: 27.652.749)•
Dña Marianela FONROUGE KAUFMANN (DNI 24.829.528)•
Dña Gabriela Elisabet NOVOA (DNI 30.974.183)•
D Tomás Vladimiro MARASCO (DNI 32.703.914)•
Dña. Romina GUILARDES DEINERT (DNI 19.095.507)•



ARTÍCULO 2°.- Dejar sin efecto todas las Resoluciones de apoderamiento judicial que fueron otorgados por este 
Organismo al personal militar y civil de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, con anterioridad a la suscripción de la 
presente Resolución.

ARTÍCULO 3°.- Los representantes legal designados no podrán formular reconocimientos de deuda, allanamientos y 
desistimientos, otorgar quitas y esperas, transigir, conciliar, rescindir contratos, someter a juicio arbitral o de amigables 
componedores salvo autorización expresa del JEFE DEL ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO o del 
MINISTERIO DE DEFENSA.

ARTÍCULO 4º.- Comuníquese, tómese nota y remítase a la DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS 
(DEPARTAMENTO CONTENCIOSO JUDICIAL), para su archivo.
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